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“W. N. C. C/YAHOO DE ARGENTINA S.R.L. Y OTROS S/DAÑOS Y
PERJUICIOS”

Expediente n°11919/2012

Juzgado Nacional de Primera Instancia en lo Civil n° 33

 

En la Ciudad Autónoma de Buenos Aires a los 21 días del mes de abril del
2023, hallándose reunidas las Señoras Vocales de la Sala “K” de la Cámara
Nacional de Apelaciones en lo Civil a fin de entender en los recursos de apelación
interpuestos por las partes en los autos caratulados “W. N. C. C/YAHOO DE

, ARGENTINA S.R.L. Y OTROS S/DAÑOS Y PERJUICIOS” habiendo acordado
seguir en la deliberación y voto el orden de sorteo a estudio, la Dra. Silvia Patricia
Bermejo dijo:

 

I- Vienen los autos a este Tribunal con motivo de los recursos de apelación
impetrados por la parte actora (26 de octubre de 2021), como así también por las
demandadas “Google LLC” (26 de octubre de 2021) y “Yahoo de Argentina
S.R.L.” (28 de octubre de 2021), contra la sentencia de primera instancia (26 de
octubre de 2021). La accionante lo fundó (14 de noviembre de 2022) y recibió
réplica de “Google LLC.” (1 de diciembre de 2022). Por su parte, expresaron
agravios las emplazadas “Google LLC.” (15 de noviembre de 2022) y “Yahoo de
Argentina S.R.L” (25 de noviembre de 2022). Corridos los traslados, la reclamante
los contestó (12 de diciembre de 2022).

Luego, se llamó autos para sentencia (19 de diciembre de 2022).

 

II- Los antecedentes del caso

La señora N. C. W. demandó por los daños y perjuicios que alegó haber
sufrido como consecuencia del uso comercial y no autorizado de su imagen a
través de los servicios de búsqueda que proveen “Yahoo de Argentina S.R.L.” y 
“Google L.L.C.”. Asimismo, basó su reclamo en la afectación de sus derechos
personalísimos al honor, el nombre, la imagen, la dignidad y la intimidad al
haberla vinculado con páginas de Internet relacionadas con actividades
pornográficas, oferta de sexo y similares, a través de la arbitraria inclusión de su
nombre y apellido en sus resultados de exploración de sus buscadores web.

También, requirió se condene en forma definitiva a las demandadas a
eliminar las vinculaciones de su nombre con dichos sitios y a abstenerse de incluir
su imagen en sus buscadores de imágenes, conforme fuera ordenado en el
expediente sobre medidas cautelares que previamente instó.
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Relató que comenzó su actividad como modelo profesional hace pocos años
y que realizó gran cantidad de desfiles, publicidades, comerciales y participó en
numerosos programas televisivos. Dijo que eso la llevó a tener un amplio
reconocimiento en el campo de la moda y la publicidad.

Alegó que el acto antijurídico de las legitimadas pasivas le ocasionó un
grave perjuicio y afectó sus derechos personalísimos al haberla vinculado con
sitios web dedicados a promocionar, difundir y comercializar actividades sexuales
no compatibles con su pensamiento y línea de conducta.

Ofreció prueba y peticionó que se haga lugar a la demanda, con costas (7
de marzo de 2012). Finalmente, cuantificó los rubros indemnizatorios reclamados
(21 de octubre de 2014).     

Con posterioridad, se presentó “Yahoo de Argentina S.R.L.” -por apoderado-
y respondió el emplazamiento.

Adujo que su única actividad es brindar información acerca de la existencia
de páginas de Internet, pero que no tiene control alguno con relación a su
contenido y que no se la puede sancionar por hechos consumados por terceros
respecto de los cuales no tiene ningún control.

Explicó que opera una serie de productos y servicios de internet, entre ellos
un buscador, que se utiliza como herramienta para que el usuario halle páginas
dentro de la web que son maniobradas e intervenidas por personas ajenas.
Reiteró que no puede editar, modificar o censurar contenidos exhibidos en dichas
U.R.L.

Aclaró que su actividad no involucra difundir páginas de internet, sino sólo
comunicar acerca de su existencia y de que contienen al menos una de las
palabras del patrón de búsqueda.

Manifestó que no existe obligación legal alguna de que los buscadores
implementen filtros en ese sentido. Sostuvo que la inexistencia de tal deber
responde a que sería improbable suponer que un software, de forma automática,
precisa y absoluta, hiciera las veces de un filtro semántico e identificara cuáles
U.R.L. de terceros cumplen con la doble condición de tener un texto ofensivo o
falso y a la vez aludiera a personas que puedan ser damnificadas por dicha
infracción, ofensa o falsedad.

Arguyó que, por las lógicas restricciones de la automatización, no es posible
que el sistema encuentre todas las U.R.L. de terceros que existen en el mundo,
las registre y examine su contenido semántico o de imágenes. Indicó que
tampoco es factible que un software reconozca la veracidad o falsedad del
contenido de las páginas web.

Respecto al buscador de imágenes, especificó que éste determina cuáles de
las imágenes publicadas en la web tiene un texto asociado que coincida oFecha de firma: 21/04/2023
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responda a alguna de las palabras claves ingresadas por los internautas y que, en
ningún caso, se estarían viendo imágenes creadas o publicadas por “Yahoo
Argentina S.R.L.”

Concluyó que hacer lugar a la pretensión de la accionante constituiría una
contradicción con los presupuestos básicos de la responsabilidad civil.

Posteriormente, efectuó una negativa detallada de algunas de las
aseveraciones efectuadas en el emplazamiento e impugnó los rubros
indemnizatorios.

Fundó en derecho, ofreció prueba y requirió que se rechace la demanda,
con costas. Hizo reserva del caso federal (4 de marzo de 2015).

Luego, se presentó por apoderado “Google Inc.”. Opuso excepción de
incompetencia y posteriormente realizó una negativa pormenorizada de los
extremos alegados en el escrito de inicio.

Dijo que el buscador de Internet o motor de búsqueda de Google es una
herramienta informática gratuita que facilita la exploración de los sitios web
existentes en Internet.

En cuanto a su forma de operar explicó que cuando el usuario ingresa una o
más palabras, el buscador responde proporcionando un listado de enlaces
("links") de las páginas web que contienen las palabras ingresadas, junto con una
brevísima transcripción de texto ("snippet") tomado de las mismas páginas, a fin
de permitir al usuario valorar cada enlace.

Indicó que las páginas web que se informan como resultado de una
búsqueda son creadas y modificadas por terceros y están alojadas en servidores
ajenos a Google.

Apuntó que el titular de cada página web es, en definitiva, quien tiene
exclusivo control sobre el contenido que publica y quien opta por permitir que
dicha página se incluya o no en los índices de los buscadores.

Expuso que el buscador por imágenes es una herramienta adicional de
búsqueda de Google que permite encontrar las páginas web que contengan
determinada imagen.

Destacó que la función del buscador, tanto en su versión de texto como en
la de imágenes, consiste en localizar, recopilar y exhibir un listado de las páginas
o sitios publicados en Internet que estén vinculados con el objeto de la búsqueda
requerida por el usuario, permitiendo al público en general el fácil acceso a la
información contenida en los miles de millones de sitios que se encuentran
disponibles.
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Aseveró que Google no es el autor, ni el editor, ni provee alojamiento al
contenido de los sitios de Internet y que no puede quitar ni modificar ese
contenido.

Entendió, por lo tanto, que no se lo puede responsabilizar por una eventual
infracción a la ley o lesión de derechos derivada de contenidos alojados en
páginas web ajenas. Ello, con fundamento en que no le resulta posible, ni le es
exigible, la capacidad de determinar la legalidad, veracidad, intención, estilo o
valor del contenido publicado en cualquier sitio web.

Negó utilizar en forma comercial u obtener rédito económico de la imagen de
la actora.

Por otro lado, remitió a los autos sobre medidas cautelares previamente
iniciados por la esta última en donde, según explicó, su accionar fue siempre
diligente.

Por último, fundó en derecho, ofreció prueba y peticionó el rechazo de la
acción con costas. Hizo reserva del caso federal (4 de marzo de 2015).

Posteriormente, “Google Inc.” denunció el cambio de su denominación por
“Google L.L.C.” (16 de octubre de 2019).

Sustanciada la causa, se dictó el pronunciamiento sobre el mérito (26 de
octubre de 2021).

 

III- La sentencia

El señor juez de primera instancia admitió la demanda promovida por la
señora N. C. W. y condenó a “Yahoo de Argentina S.R.L.” y a “Google L.L.C.” a
abonarle la suma de $650.000, con más los intereses a la tasa activa cartera
general (préstamos) nominal anual vencida a treinta días del Banco de la Nación
Argentina, a liquidarse desde la mora o perjurio y hasta el efectivo pago.

Además, en cuanto a la petición de eliminar en forma definitiva de los
buscadores de la web toda vinculación, referencia y enlace entre el nombre de la
actora y los sitios web de contenido sexual, erótico y pornográfico, señaló que las
codemandadas cumplieron con ello, por lo que juzgó que la cuestión devino
abstracta.

Impuso las costas a las vencidas. Finalmente, reguló los honorarios de los
profesionales intervinientes (26 de octubre de 2021).

 

IV- Los agravios
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La legitimada activa se queja del monto concedido en concepto de daño
moral, por considerarlo exiguo (14 de noviembre de 2022).

Argumenta que las demandadas incumplieron en forma sistemática la
medida cautelar dictada en los autos 42419/2010 y que ello le ocasionó una grave
perturbación a su tranquilidad, privacidad, honra, honor y estabilidad. Por
consiguiente, solicita se eleve la suma reconocida en este punto.

Además, incorpora en el texto de sus agravios capturas de pantalla de los
resultados de búsqueda con el patrón “natalie W. porno”, efectuadas el 13 de
noviembre de 2022. Sin embargo, en tanto no lo ha denunciado como hecho
nuevo, aun cuando ninguna de las partes lo objetara, no será considerado.

Por otro lado, la codemandada “Google L.L.C.” se agravia de la atribución de
responsabilidad (15 de noviembre de 2022).

Cuestiona que el magistrado admitió la demanda con fundamento en el
cumplimiento tardío de la cautelar oportunamente dictada en el expediente
n°42419/2010. Argumenta que ésta le resultaba genérica y de imposible
cumplimiento, tal como lo hizo saber en repetidas oportunidades.

Reitera que el reproche no puede provenir de no haber cumplido una
medida cautelar difusa como la dictada, en tanto implica imponerle un estándar de
diligencia que resulta desproporcionado, como así también contrario a la libertad
de expresión y al acceso a la información, derechos constitucionalmente
protegidos.

Destaca que, una vez identificados los U.R.L. específicos por los que la
actora se sintió agravada, procedió a bloquearlos en forma inmediata, por lo que
la decisión deviene infundada y arbitraria.

Además, postula que la sentencia omitió considerar la mala fe de la actora,
quien añadió vocablos como “porno” a sus búsquedas como modo de direccionar,
en forma maliciosa, los resultados hacia sitios con esas temáticas.

Por lo expuesto, solicita que se revoque el pronunciamiento, con costas.

Seguidamente, cuestiona el monto indemnizatorio fijado en concepto de
daño moral. Considera que la reclamante no probó el perjuicio y que el juez se
basó en presunciones para fijar esta partida, la que es arbitraria y muy superior a
la peticionada en la demanda. Ello, entiende, importa una afectación al principio
de congruencia, por ser un fallo  que transgrede el derecho de defensaultra petita
en juicio que le asiste.

Por último, debate la imposición de costas toda vez que, en casos análogos,
las mismas se impusieron en el orden causado.
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Por su parte, la legitimada pasiva “Yahoo de Argentina S.R.L.” también
critica la decisión (25 de noviembre de 2022).

Refiere que la sentencia recurrida contradice los presupuestos básicos de la
responsabilidad civil y la doctrina sentada por la Corte Suprema de Justicia de la
Nación en los fallos “Rodríguez”, “Da Cunha” y “Lorenzo”, entro otros.

Luego, describe la forma en que operan los buscadores de sitios web y de
páginas con imágenes, en los mismos términos que expuso al contestar la
demanda. A su vez, reitera que no se le puede endilgar responsabilidad alguna
por los contenidos de los U.R.L. de terceros. Sostiene que su función se limita a
informar su ubicación, por lo que no existe nexo causal alguno entre su accionar y
el supuesto daño invocado por la pretensora.

Argumenta que, atento el estado actual de la ciencia informática, no le
resulta posible eliminar contenido de sitios que no son de su propiedad, como así
tampoco identificar automáticamente los U.R.L. de terceros que poseen contenido
que pueda considerarse injuriante para las personas o discernir a quienes
corresponden las imágenes mostradas.

Destaca que puede, únicamente, dejar de informar la existencia de
determinadas U.R.L. señaladas de antemano o bien omitir dar información frente
a patrones de búsqueda que se le hayan indicado previamente. Arguye que los
buscadores sólo incurren en culpa cuando incumplen una intimación a esos
efectos, formulada por el propio damnificado o por la autoridad competente,
según corresponda.

Refiere que, en el caso, se dictó una medida cautelar innovativa en el marco
de los autos n°42419/2010, en donde se les ordenó que realicen los actos
necesarios para eliminar de los sitios de contenido sexual, erótico y pornográfico
el nombre e imágenes de la peticionante.

Cuestiona que el juez soslayara el carácter genérico de la medida y opina
que su actuar fue siempre diligente, dentro de sus capacidades técnicas, a fin de
cumplir con la manda judicial.

Explica que una vez aclarada en esos autos la medida cautelar en cuestión,
procedió a acreditar su total acatamiento.

Por lo expuesto, requiere que se revoque la sentencia recurrida, con costas
a la actora.

Seguidamente, se agravia de la cuantía otorgada por daño moral por
elevada. Opina que debería aplicársele un monto menor de condena por ser un
buscador menos utilizado que Google.

Finalmente, hace reserva del caso federal.
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V- Suficiencia del recurso

Habré de analizar, en primer término, las alegaciones vertidas por la
legitimada activa, al contestar los agravios de las demandadas, en cuanto a la
solicitud de deserción de los mismos por insuficiencia del embate (réplica del 12
de diciembre de 2022, punto IV, apartados “a” y “b”). 

Conforme lo dispone el artículo 265 del Código Procesal Civil y Comercial, la
impugnación debe contener una crítica concreta y razonada de las partes del fallo
que se consideren equivocadas. Así, con una amplitud de criterio facilitadora de la
vía revisora, se aprecia que los ataques cuestionados son hábiles, respetando su
desarrollo las consignas establecidas en esa norma del Código ritual, por lo que
devienen admisibles su tratamiento (art. 265, cit.).

 

VI- Ley aplicable

La presente acción se juzgará desde la perspectiva del Código Civil anterior,
por ser la ley vigente al tiempo en que se originaron los hechos que dieron lugar a
la cuestión debatida (arts. 3, CC; 7, CCCN).

Empero, aun cuando el hecho dañoso se consumó durante la vigencia de
la norma referida, no así las consecuencias que de él derivan. Por ello, se impone
diferenciar la existencia del daño de su cuantificación. Como reseña Aída
Kemelmajer de Carlucci, la segunda de estas operaciones debe realizarse acorde
la ley vigente al momento en que la sentencia fija su extensión o medida (autora
citada, “La aplicación del Código Civil y Comercial a las relaciones y situaciones
jurídicas existentes”, segunda parte, Editorial Rubinzal-Culzoni Editores, pág. 234).

 

VII- La responsabilidad

 En primer lugar, corresponde determinar el encuadre jurídico de la1.
pretensión resarcitoria que aquí se trata.

La ausencia de una regla de derecho determinada que prevea una solución
específica para el caso de autos, conlleva a que el razonamiento judicial deba
partir de la ponderación de los valores constitucionales, lo que constituye una
guía fundamental para solucionar los conflictos originados entre las fuentes de las
normas o en el entendimiento de la ley. Se evidencia que no hay derechos
constitucionales absolutos, por lo que deben interpretarse armónicamente, de
modo que uno no excluyan a otro (conf. CSJN, 264:94; 272:231; 290:83; entre
otros).
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No es más que evaluar a la universalidad jurídica con criterio de
proporcionalidad. El conflicto entre derechos fundamentales -como sería en este
caso la libertad de expresión y el derecho al honor- conlleva a crear una nueva
regla que refleja cómo deben sopesarse. Empero, no concluiría nunca en
restringir su alcance sino a apreciar cómo operan a nivel infraconstitucional para
que ambos puedan respetarse (Barak, Aharon, "Proporcionalidad. Los derechos
fundamentales y sus restricciones", Editorial Palestra, Perú, 2017, pág. 64; CSJN,
"Kemelmajer de Carlucci, Aída Rosa c/ Lanata, Jorge y otros s/Daños y
perjuicios", sent. del 30/9/2014, publicado en Fallos: 337:1052; "Locles, Roberto
Jorge c/ Arte Gráfico Editorial Argentino S.A. y otros s/Daños y perjuicios", sent.
del 10/8/2010, Fallos: 333:1331; esta Sala, in re: “Arte Radiotelevisivo Argentino
S.A. c/ Pensado Para Television S.A. Y Otro S/ Medidas Precautorias”, sent. del
28 de marzo de 2023).

En esta clase de litigios están en juego los derechos personalísimos al
honor, imagen e intimidad. Cabe recordar que el artículo 11 de la Convención
Americana de Derechos Humanos –con rango constitucional en virtud de lo
establecido en el artículo 75 inciso 22 de la Constitución Nacional- establece que
toda persona tiene derecho al respeto de su honra y al reconocimiento de su
dignidad, no pudiendo ser objeto de injerencias arbitrarias o abusivas en su vida
privada, en la de su familia, en su domicilio o en su correspondencia, ni de
ataques ilegales a su honra o reputación. Toda persona, según esta norma, tiene
derecho a la protección de la ley contra esas injerencias o ataques.

Por otro lado, la actividad de las demandadas está genéricamente protegida
por el derecho a la libertad de expresión, más allá de que también es relevante el
derecho colectivo al acceso a la información (arts. 14 y 32, Constitución Nacional;
19, Declaración Universal de Derechos Humanos; IV, Declaración Americana de
los Derechos y Deberes del Hombre; 13, Convención Americana de Derechos
Humanos; 18, Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, también entre
otros).

Asimismo, la ley 26.032, dispone que “la búsqueda, recepción y difusión de
información e ideas de toda índole, a través del servicio de Internet, se considera
comprendido dentro de la garantía constitucional que ampara la libertad de
expresión” (art. 1, ley cit.).

El alcance global que tiene la aludida red permite que una cantidad
incalculable de personas en todo el mundo expresen sus opiniones y vuelquen
información respecto de múltiples temas y que, a su vez, aumente de manera
significativa la capacidad de explorar y acceder a esos datos. Para ello, quienes
prestan el servicio de facilitar esa búsqueda y/o difusión en la red cumplen un rol
esencial en el ejercicio de la libertad de expresión, pues potencian su dimensión
social y global.

Fecha de firma: 21/04/2023
Alta en sistema: 24/04/2023
Firmado por: SILVIA PATRICIA BERMEJO, JUEZ DE CAMARA
Firmado por: BEATRIZ ALICIA VERON, JUEZ DE CAMARA
Firmado por: JOSE MARIA ABRAM LUJAN, SECRETARIO DE CAMARA



#14650993#365951360#20230421134901420

Poder Judicial de la Nación

CAMARA CIVIL - SALA K

Tal como lo señaló la Corte Suprema de Justicia de la Nación, la libertad de
expresión se vería cercenada de admitirse una responsabilidad objetiva, la que,
por definición, prescinde de toda idea de culpa y, en consecuencia, de juicio de
reproche a aquél a quien se endilga responsabilidad. Por lo tanto, en estos casos,
para que el buscador responda por un contenido que le es ajeno, es necesario
que haya tomado efectivo conocimiento de la ilicitud de ese contenido y que,
luego de ello, no siguiera un actuar diligente. Así las cosas, la responsabilidad de
los motores de búsqueda queda comprendida en el régimen del deber de resarcir
estipulado en el art. 1109 del Código Civil, esto es, la responsabilidad subjetiva
por el accionar del autor (CSJN, 28/10/2014, “Rodríguez, María Belén c/ Google
Inc. s/ daños y perjuicios”, 28/10/2014, LL Online AR/JUR/50173/2014).

Como se ha dicho, los "buscadores" no tienen una obligación general de
monitorear (supervisar, vigilar) los contenidos que se suben a la red y que son
proveídos por los responsables de cada una de las páginas web sino que son, en
principio, irresponsables por esos contenidos que no han creado, por ello es que
deben ser advertidos del perjuicio que se provoca para que su responsabilidad
surja (CSJN, “Rodríguez”, Fallos: 337:1174; “Mazza, Valeria Raquel c/ Yahoo
SRL Argentina y otro s/Daños y Perjuicios”, sent. del 24-VI-2021, Fallos:
344:1481). Por lo dicho, el buscador es responsable si, luego de tener
conocimiento efectivo del contenido lesivo denunciado por el interesado, no actuó
con diligencia para suprimirlo.

Asimismo, a efectos de determinar cuándo puede considerarse que media
ese conocimiento efectivo, cabe hacer las siguientes consideraciones. Cuando la
naturaleza ilícita -civil o penal- de los contenidos es palmaria y resulta
directamente de consultar la página señalada, basta una comunicación fehaciente
del damnificado o, según el caso, de cualquier persona, sin requerir ninguna otra
valoración ni esclarecimiento. Por el contrario, en los casos en que el contenido
dañoso, que importe eventuales lesiones al honor o de otra naturaleza, exijan un
esclarecimiento que deba debatirse o precisarse en sede judicial o administrativa
para su efectiva determinación, cabe entender que no puede exigírsele que supla
la función de la autoridad competente ni menos aún la de los jueces. Por tales
razones, en estos casos, corresponde exigir la notificación judicial o administrativa
competente, no bastando la simple comunicación del particular que se considere
perjudicado y menos la de cualquier persona interesada (CSJN, “Rodriguez”,
considerando 18 del voto de la mayoría).

Además, el desempeño de las accionadas -en tanto proveedoras de los
motores de búsqueda- constituye una actividad lícita basada en el ejercicio de la
libertad de expresión constitucionalmente protegida. Es justamente por ser un
principio fundamental del ordenamiento constitucional que corresponde la carga
argumentativa y probatoria a quien pretende una eventual restricción.
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Además, dado el grado de especialización que en la materia poseen las
accionadas, les será también aplicable el standard agravado que surge del art.
902 del Código Civil.

 En estas actuaciones, el juez de primera instancia entendió que “Google2.
L.L.C.” y “Yahoo de Argentina S.R.L.” accedieron al conocimiento efectivo de la
ilicitud del contenido indicado por la actora los días 15 y 16 de julio del 2010,
respectivamente, al quedar notificadas de la cautelar innovativa dictada en los
autos n°42419/2010.

Juzgó que el cumplimiento tardío, de entre tres a seis años, de la medida
ordenada, importó una conducta culpable de las legitimadas pasivas, por lo que
admitió la demanda de daños y perjuicios entablada por la señora N. C. W..

Ambas coaccionadas objetan al pronunciamiento dictado, pues arguyen, en
lo pertinente, que la medida cautelar dispuesta resultaba genérica y de imposible
ejecución y que siempre actuaron en forma diligente en el cumplimiento de la
manda judicial.

          Por lo tanto, en atención a los términos de los agravios esgrimidos, cabe
analizar la responsabilidad atribuida en la sentencia recurrida. A tales fines, se
evaluará en forma separada la conducta de cada una de las accionadas a partir
de los elementos arrimados a la presente causa y los expedientes conexos, en
tanto, se trata de un litisconsorcio facultativo (art. 88, CPCC).

3.A. Responsabilidad de “Yahoo de Argentina S.R.L.”

 En primer término, a. se abordará lo relativo al reclamo contra “Yahoo de 
Argentina S.R.L.”. En el marco de los autos caratulados “W., N. C. c/Google Inc. 
s/medidas precautorias” (expte. n°42419/2010) que tengo a la vista, se aprecia 
que el 11 de junio de 2010, de dictó una medida cautelar innovativa a través de la 
cual se ordenó a los buscadores demandados a que dentro de las 48 horas 
realizaran los actos necesarios “para eliminar de los sitios de contenido sexual, 
erótico y pornográficos el nombre e imágenes de la peticionante “N. C. W.”, bajo 

(la mayúscula corresponde al original; fs. 82/84, esp. fs. 83 apercibimiento de ley” 
vta., anteúltimo párrafo, causa n°42419/2010).

La coaccionada se notificó el 16 de julio de 2010 (fs. 137, causa
n°42419/2010). El 5 de agosto de 2010, lo apeló y solicitó que se aclare si la
cautelar abarcaba sólo las búsquedas hechas con el nombre de la actora o si, por
el contrario, comprendía búsquedas hechas con cualquier palabra (fs. 90/127,
esp. fs. 127, causa n°42419/2010).

El recurso de apelación se concedió en relación y con efecto devolutivo, el
20 de agosto de 2010 (fs. 138, causa n°42419/2010). Luego, se lo declaró
desierto por no haber sido fundado (fs. 196, causa n°42419/2010).
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Posteriormente, la actora denunció el incumplimiento de la medida (fs.
205/207, causa n°42419/2010), lo que motivó la intimación cursada, a ambas
coaccionadas, en el proveído del 30 de noviembre de 2010 (fs. 208, causa
n°42419/2010).

En fecha 1 de febrero de 2012, el magistrado aclaró que la medida cautelar
abarcaba sólo las búsquedas hechas con el nombre de la actora N. C. W. (fs.
296, causa n°42419/2010). Este auto se notificó a la coaccionada el 23 de febrero
de 2012 (fs. 298, causa n°42419/2010).

El 7 de octubre de 2013, se cursó una nueva intimación a fin de que, dentro
de las 48 horas, los buscadores demandados procedieran a eliminar de los sitios
de contenido sexual, erótico y pornográfico el nombre e imágenes de la
peticionante bajo apercibimiento de remitir las actuaciones a la Justicia Nacional
en lo Criminal (fs. 311, causa n°42419/2010).

Finalmente, en fecha 28 de octubre de 2013, “Yahoo de Argentina S.R.L.”
acreditó el cumplimiento de la cautelar dispuesta e hizo saber que al ingresar en
el buscador las palabras “ ” o “ ” no se informaba ningún U.R.L. yN. C. W. W. N. C.
salía una leyenda que expresaba: “Debido a una solicitud de la Autoridad judicial
presentada por terceros, nos hemos visto obligados a eliminar en forma temporal
todos o algunos de los resultado de búsqueda relacionados con esta búsqueda

fs. 318, causa n°42419/2010). Acompañó capturas de lasespecífica” (
impresiones de pantalla del 24 de octubre de 2013, que daban cuenta de los
extremos invocados (fs. 316 y 317, causa n°42419/2010).

En la valoración de la prueba, concurre un proceso mental casib. 
simultáneo de percepción, reconstrucción histórica y análisis inductivo que
permite arribar a las conclusiones básicas sobre el material examinado. Las
reglas de experiencia que debe aplicar el juzgador o la juzgadora en su actividad
analítica, al extraer inferencias de los hechos analizados, se basan en qué es lo
que de ordinario ocurre en el mundo físico o inmaterial, en virtud de la
observación de los fenómenos naturales y las conductas humanas. La aplicación
de tales pautas de conocimiento común y el encadenamiento lógico que debe
sustentarlas, conforman la sana crítica, que no es otra cosa que un razonamiento
inductivo basado siempre en normas de la experiencia.

En definitiva, la valoración racional de la evidencia consiste en evaluar las
distintas hipótesis plausibles, a fin de determinar la probabilidad de que una sea
verdadera, dados los elementos de juicio disponibles (Ferrer Beltrán J., “La
valoración racional de la prueba”, Marcial Pons, 2007, p. 139 y ss.).

Como se adelantó, para establecer la responsabilidad es relevante elc. 
tiempo en el cual la demandada conoció de su obligación de eliminar de los sitios
de contenido sexual, erótico y pornográficos el nombre e imágenes de la
peticionante. Del expediente n°42419/2010 sobre medidas precautorias, se
advierte que la decisión que así lo ordenó se comunicó a la empresa el 16 de julioFecha de firma: 21/04/2023
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del 2010 -fecha que tomó la sentencia de primera instancia- y que no se
cuestiona (fs. 298, causa n°42419/2010).

Por lo tanto, desde esa notificación, la codemandada estaba compelida a
cumplir. Sin embargo, desde esa oportunidad hasta que acreditó su acatamiento
-el 28 de octubre de 2013- (fs. 316/318, causa n°42419/2010), se encontró en una
situación en la cual supo del daño que provocaba la información que ayudaba a
encontrar, sin impedir su difusión.

Si bien la demandada pretende explicar esa demora argumentando que la
medida resultaba de imposible cumplimiento, ello se contradice con su propio
accionar y con las constancias de la causa, pues finalmente la acató.

Es que, durante ese período que transcurrió desde que se le notificó de la
medida el 16 de julio de 2010 -aunque luego se precisara su alcance el 23 de
febrero de 2012- y el 28 de octubre de 2013, ninguna circunstancia se acreditó en
el expediente para justificar la tardanza en efectuar el bloqueo general -alcance
de la medida no cuestionado por la actora-, el cual, finalmente, se realizó poco
más de tres años y tres meses después (art. 377, CPCC).

Por lo tanto, la colegitimada pasiva no actuó con la debida diligencia luego
de tener conocimiento efectivo del contenido lesivo denunciado por la actora. Por
consiguiente, a partir de lo expuesto, propongo al Acuerdo confirmar la asignación
de responsabilidad a “Yahoo de Argentina S.R.L.” (arts. 509, 512, 902, 1109, CC;
art. 386, CPCCN).

3.B. Responsabilidad de “Google L.L.C.”

 Seguidamente, cabe analizar la conducta de “Google L.L.C.” en ela.
expediente de medidas precautorias referido.

Esta parte se notificó de la cautelar el día 15 de julio de 2010. En fecha 5 de
agosto de 2010, la apeló, el recurso se concedió en relación y con efecto
devolutivo (fs. 133/134, 136 y 138 vta., rectificado a fs. 139, causa n°42419/2010).
Luego, se declaró desierto (fs. 196, último párrafo, causa n°42419/2010).

Ante esta última decisión, interpuso revocatoria con apelación en subsidio
(fs. 197/198, causa n°42419/2010). La reposición se rechazó y la apelación se
concedió en relación (fs. 201/202, causa n°42419/2010).

También impugnó la intimación cursada el 30 de noviembre de 2010 (fs.
210, causa n°42419/2010), recurso que se concedió en relación (fs. 230, segundo
párrafo, causa n°42419/2010).

Esta Sala admitió la apelación contra el proveído que declaró desierto el
recurso de fs. 136 (conf. pronunciamiento de fs. 279, del 5 de abril de 2011, causa
n°42419/2010). Luego, en el incidente de apelación “W., N. C. c/Google Inc. s/
Art. 250 C.P.C.” (causa n°61021/2011), confirmó tanto la medida cautelar dictada,
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como la intimación cuestionada (conf. pronunciamiento de fs. 311/314 del 29 de
agosto de 2013, causa n°61021/2011).

Posteriormente, el 7 de octubre de 2013, se cursó una nueva intimación a
las accionadas a fin de que cumplan con la cautelar (fs. 311, causa
n°42419/2010), de la cual “Google L.L.C.” se notificó el 23 de octubre de 2013 (fs.
315, causa n°42419/2010).

Asimismo, en fecha 11 de noviembre de 2016, la actora solicitó una
ampliación de la pretensión cautelar que incluya los resultados de la búsqueda a
partir del patrón “N. W. porno” e indicó los U.R.L. cuyo bloqueo pretendía (fs.
349/351, causa n°42419/2010).

Finalmente, el 30 de noviembre de 2016, Google informó el bloqueo de los
U.R.L. denunciados (fs. 353/356, causa n°42419/2010).

En cuanto a la valoración de la prueba tendré en cuenta las mismasb. 
consideraciones expresadas anteriormente.

“Google L.L.C.” procura justificar el cumplimiento tardío de la medida con
fundamento en que incumbía a la actora identificar en forma precisa los U.R.L.
cuyo bloqueo pretendía. Por ello, explica que una vez detalladas en la solicitud de
ampliación de la medida de la actora, procedió a realizar el bloqueo ordenado.

Al respecto, cabe señalar que, como expresó esta Sala al tratar la apelación
contra la medida cautelar, es la codemandada la que debe arbitrar los medios
técnicos a su alcance para viabilizar lo ordenado (fs. 311/314, causa
n°42419/2010).

Con relación a ello, resulta oportuno traer a colación lo manifestado por el
perito ingeniero en sistemas, Ing. Alejandro Helvio Chas, al preguntársele sobre si
el procedimiento tendiente a evitar que determinada palabra aparezca vinculada
con otras en un tipo de búsqueda podría ser configurado por los buscadores.
Indicó: “Si. Ambos buscadores poseen mecanismos para ser configurados y evitar
que determinada palabra aparezca vinculada con otras palabras en determinados

(fs. 355/417, esp. fs. 365, respuesta “18”). De ello se infiere quetipos de vínculos” 
podría haber implementado algún mecanismo que permita evitar la prosecución
del perjuicio reclamado por la actora, incluso el efectuado por “Yahoo de
Argentina S.R.L.”, en tanto ese alcance general que no fue cuestionado por la
señora W..

Se destaca que la mayor parte de la gente no es tan experta en estas
cuestiones tan precisas y técnicas, por lo que, en lo que respecta al conocimiento
efectivo, basta con indicar con precisión el hecho que supuestamente causa el
perjuicio (conf. CNCiv., Sala H, expte. n° 50478/2011, resol. del 22-III-2021) para
que, en este caso, el buscador efectúe el pertinente bloqueo. Por ello, los
agravios esgrimidos no resultan atendibles.
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En síntesis, desde la notificación de la medida - el día 16 de julio de 2010-
hasta que acreditó su cumplimiento -el día 30 de noviembre de 2016- (fs.
353/356, causa n°42419/2010), transcurrieron aproximadamente seis años y
cuatro meses.

Al igual que la legitimada pasiva “Yahoo de Argentina S.R.L.”, “Google
L.L.C.” no actuó con la debida diligencia luego de tener conocimiento efectivo del
contenido lesivo denunciado por la señora W.. Es su inacción deliberada lo que
revela su obrar culposo y, por ende, susceptible de generar la obligación de
reparar.

En base a lo expuesto, propongo al Acuerdo confirmar la sentencia recurrida
en cuanto a la atribución de responsabilidad a “Google L.L.C.” (arts. 509, 512,
902, 1109, CC; art. 386, CPCCN).

 

VIII – La indemnización. Daño moral

El señor Juez de la anterior instancia concedió la cantidad de $650.000 por
este detrimento.

La actora lo considera exiguo con relación a los perjuicios sufridos.

Las coaccionadas solicitan se rechace o, en su defecto, se disminuya la
cuantía.

Además, “Yahoo de Argentina S.R.L.” opina que, en su caso, correspondería
imponerle un monto menor que a “Google L.L.C.”, por ser un buscador de menos
uso que el otro colegitimado pasivo.

Por su parte, esta última refiere que el juez falló  al otorgar unultra petita
monto mayor al reclamado por la actora ($200.000; $100.000 respecto de cada
coaccionada). En cuanto a este agravio, debe destacarse que la reclamante, al
promover la demanda y requerir el daño moral, especificó que solicitaba como
suma indemnizatoria el máximo que estime el Tribunal (fs. 7/34, esp. fs. 29 vta.,
último párrafo). De ello se infiere que lo dejó supeditado a lo que en más o menos
surja de la prueba en las presentes actuaciones. De manera que no se infringe el
principio de congruencia cuando se fija una indemnización superior a la indicada
en el recurso (art.163, inc. 6, CPCCN).

En otro orden, como sostuvo esta Sala, esta indemnización persigue la
satisfacción de la damnificada, a través de una prestación de índole patrimonial,
aunque no siempre el rol de tal reparación es estrictamente resarcitorio, sino que
puede ser satisfactorio, como ocurre en el daño moral.

Tal valoración debe efectuarse teniendo en cuenta la entidad del daño
moral, en función de la gravedad del menoscabo (conf. Bueres, Ponencia
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presentada en las II Jornadas Sanjuaninas de Derecho Civil con la adhesión de
los Dres. Banchio, Pizarro, Vallespinos, Zavala de González, entre otros).

En esa dirección se orienta la opinión prevaleciente en doctrina al propiciar
la reparación integral, para algunos plena, de todo perjuicio provocado.

Debe decirse, asimismo, que si bien es cierto que el daño moral por
aplicación de las reglas que rigen la carga de la prueba debe ser acreditado por
quien pretende su reparación, es prácticamente imposible utilizar para ello una
prueba directa por la índole espiritual y subjetiva del menoscabo.

En cambio, es apropiado el sistema de la prueba presuncional como idóneo,
a fin de evidenciar el daño de ese orden. Los indicios o presunciones hominis
derivan de la acreditación por vía directa de un hecho del cual se induce
indirectamente otro desconocido, en virtud de una valoración hecha por el
Juzgador basada en la sana crítica (art. 163 del ritual).

Por lo tanto, es necesario probar indefectiblemente la existencia del suceso
que origina el daño debiendo darse entre aquél y este último una relación de
causalidad que conforme el curso normal y ordinario permite en virtud de esas
presunciones judiciales evidenciar el perjuicio.

El menoscabo, en este caso, encuentra su causa en el actuar antijurídico de
las demandadas, al no cumplir con la medida cautelar en forma rápida y eficaz.

Por ello, el resarcimiento por este rubro debe admitirse, pues resulta
indudable el menoscabo que provocaron a la actora las circunstancias aludidas, al
haber visto afectado su honor, entendido como bien jurídico que compromete el
sentimiento de la dignidad moral y la apreciación y estima que hacen los demás
de nuestras cualidades y de nuestro valor social (Conf. CNCiv., sala H, expte. nro.
50478/2011, resol. del 22-III-2021).

Empero, como menciona “Yahoo de Argentina S.R.L.”, se ha acreditado que
ese es un buscador con menor uso que Google. Así lo expresa el dictamen
experto el cual precisa que el nivel de uso del buscador Google es del 81,72% y
Yahoo es del 3,94% (ver fs. 355/417, de fecha 20 de octubre de 2018; arts. 386,
477, CPCC). Por ende, entiendo que el menor uso acreditado, al igual que el
tiempo que cada buscador empleó en cumplir con la medida debe incidir en la
indemnización a fijar.

Por consiguiente, en vista a cómo ha incidido el suceso en la vida de la
actora, al alcance de ambos recursos, a su edad de la solicitante al momento de
solicitar la cautelar -25 años-, propongo al Acuerdo elevar la suma fijada por este
rubro, estableciendo que “Yahoo de Argentina S.R.L.” deberá abonar la suma de
$350.000 y “Google L.L.C.” la suma de $600.000 (pesos trescientos cincuenta mil
y seiscientos mil, respectivamente), en atención a la mayor demora en que
incurrió ésta última en acreditar el cumplimiento de la medida, lo que, como se
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señaló, implica un mayor tiempo en extenderse el daño (arts. 3, 1109, CC; 7,
CCCN; 165, 330, 356 inc. 1, 386, 477, CPCCN).

 

IX- Costas

La demandada “Google L.L.C.” cuestiona la imposición de las costas.
Pretende que las mismas se soporten en el orden causado.

Sobre el particular, cabe destacar que la decisión recurrida fue adoptada
siguiendo el principio objetivo de la derrota y de conformidad con los lineamientos
impuestos por el art. 68 del CPCCN.

Corresponde recordar que, la noción de vencido, a los efectos de las costas,
debe ser determinada con una visión global del juicio y con independencia de la
proporción en que prosperen las pretensiones articuladas. Se sigue así el
pensamiento Chiovendano al consagrar la teoría objetiva de la condena en
costas, atendiendo al resultado del proceso con algunas atenuaciones. Se
imponen, por lo tanto, al vencido en el pleito o en la incidencia, atribuyendo a las
mismas el carácter de una indemnización para resarcir las expensas que han
debido realizarse a fin de conseguir el reconocimiento de un derecho o de su
pretensión jurídica. No debe, por lo tanto, sufrir una disminución patrimonial quien
lo reclama, debiendo ser soportadas por el vencido (Chiovenda, “La condena en
costas”, Madrid, 1928, p. 232).

Asimismo, se destaca que, como dijo la Corte de la Nación, “El art. 68 del
Código Procesal Civil y Comercial consagra el principio rector en materia de
costas, que encuentra su razón de ser en el hecho objetivo de la derrota, de modo
que quien pretenda exceptuarse de esa regla debe demostrar acabadamente las
circunstancias que justificarían el apartamiento de ella.” (CSJN, “Verón, Héctor
Oscar c/ Lacal, Alicia Julia Cristina s/nulidad de matrimonio”, V. 98. L. RHE, sent.
del 20-X-2015, entre otras).

En el caso no se encuentra configurado un supuesto de excepción que
justifique el apartamiento del principio objetivo de la derrota, por lo que
corresponde rechazar la presente queja.

 

X- Por las consideraciones expuestas, si mi voto es compartido por mi
distinguida colega de Sala, postulo al Acuerdo: 1) Modificar la sentencia de
primera instancia en cuanto a que “Yahoo de Argentina S.R.L.” deberá abonar a
la actora la suma de $350.000 y “Google L.L.C.” la suma de $600.000,
respectivamente, en concepto de daño moral, con más los intereses fijados en la
sentencia de primera instancia; 2) Confirmarla en todo lo que demás que fuera
materia de recurso y agravio 3) Imponer las costas de la Alzada a las
demandadas vencidas (art. 68, primer párrafo, CPCCN); 4) En razón de lo ahoraFecha de firma: 21/04/2023
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decidido, queda sin efecto la regulación de honorarios (art. 279 CPCCN), por lo
que los recursos interpuestos al respecto se tornan abstractos; 5) Firme la
presente, vuelvan los autos a despacho a fin de regular los honorarios de los
profesionales intervinientes.

 

La Dra. Beatriz A. Verón por las consideraciones y razones aducidas por la
Dra. Bermejo, vota en igual sentido a la cuestión propuesta.

 

Buenos Aires, 21 de abril de 2023.

Y visto lo deliberado y conclusiones establecidas en el Acuerdo transcripto
precedentemente, por unanimidad de votos el Tribunal: 1) Modificar la sentencia
de primera instancia en cuanto a que “Yahoo de Argentina S.R.L.” deberá abonar
a la actora la suma de $350.000 y “Google L.L.C.” la suma de $600.000,
respectivamente, en concepto de daño moral, con más los intereses fijados en la
sentencia de primera instancia; 2) Confirmarla en todo lo que demás que fuera
materia de recurso y agravio 3) Imponer las costas de la Alzada a las
demandadas vencidas (art. 68, primer párrafo, CPCCN); 4) En razón de lo ahora
decidido, queda sin efecto la regulación de honorarios (art. 279 CPCCN), por lo
que los recursos interpuestos al respecto se tornan abstractos; 5) Firme la
presente, vuelvan los autos a despacho a fin de regular los honorarios de los
profesionales intervinientes.

Regístrese de conformidad con lo establecido con el artículo 1° de la ley
26.856, 1 de su Decreto Reglamentario 894/2013 y 1, 2 y Anexo de la Acordada
24/13 de la CSJN. La difusión de la presente resolución se encuentra sometida a
lo dispuesto por el artículo 164, segundo párrafo del Código Procesal Civil y
Comercial de la Nación y 64 del Reglamento para la Justicia Nacional. En caso de
su publicación, quien la efectúe, asumirá la responsabilidad por la difusión de su
contenido.

Notifíquese por secretaría y cúmplase con la comunicación pública
dispuesta en las Acordadas de la C.S.J.N. 15/2013 y 24/2013. Oportunamente,
devuélvase a la instancia de grado.

Se deja constancia que la Vocalía n°32 se encuentra vacante. SILVIA
PATRICIA BERMEJO - BEATRIZ ALICIA VERÓN. Ante mí: JOSE MARIA
ABRAM LUJAN (SECRETARIO INT.).
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